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RESUMEN: Este capitulo aborda las novedades que introduce el Titulo | de la Ley
5/2021 (articulos 46 a 58), que lleva por titulo «de la actuacién administrativa». En
realidad, las novedades son pocas y algunos preceptos resultan superfluos porque estan
regulados en ofras leyes. Este Titulo regula aspectos tan variados como las relaciones
administrativas internas, en particular por medios electrénicos, la planificacién por obje-
tivos o las auditorias administrativas. Lo més destacable es la regulacién de las formas
de ejercicio de la actuacién administrativa, como los encargos a medios propios y la
accién concertada.
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ABSTRACT: This chapter reviews the legal framework of Law 5/2021 (articles 46
to 58), which is dedicated to «Administrative action». In fact, the normative novelties are
few and some precepts are superfluous because they are regulated in other Laws. This
Title regulates aspects as varied as internal administrative communications, particularly
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by electronic means, strategic planning or accountability. The most remarkable aspect is
the regulation of the forms of exercise of the administrative action, such as the In-House
Providing and the concerted action.

Key words: administrative action; collaborative work; coordination; e-government;
strategic planning; accountability; public services management; in-house providing; con-
certed action.

El Titulo | de la Ley 5/2021 (arts. 46-58) lleva por titulo «de la actuacién
administrativa». Su estructura y su contenido son prdcticamente idénticos al
Titulo IV (articulos 43-52) del Texto Refundido de la Ley de la Administracién de
la Comunidad Auténoma de Aragén, Decreto-Legislativo 2/2011, TRLACA. En
efecto, gran parte de los preceptos de la vigente Ley 5/2021 tiene su correlativo
en el derogado texto refundido, excepto los que se refieren a las modalidades
de la actuacién administrativa a los que posteriormente me referiré.

El Estatuto de Autonomia de Aragédn dispone que los poderes piblicos
aragoneses promoverdn la participacién social en la evaluacién de las poli-
ticas publicas y la participacién individual y colectiva en los ambitos civico,
politico, cultural y econémico (art. 15.3 EAAr] y recoge la obligacién de la
Administracién piblica aragonesa de ajustar su actividad a los principios de
eficacia, eficiencia, racionalizacién, transparencia y servicio efectivo a los

ciudadanos (art. 62 EAAr).

I. ¢QUE ES LA ACTUACION ADMINISTRATIVA A EFECTOS DE ESTA
LEY?

El concepto de actuacién administrativa se refiere, en primer término, a
las relaciones internas y se desenvuelve tanto en el plano de las relaciones
intersubjetivas —entre organismos publicos del sector piblico aragonés—, como
en el plano de las relaciones interorgdnicas. El Titulo | regula parcialmente
esta actuacién interna, en lo que se refiere a los principios (especificamente
pensados para el dmbito administrativo doméstico: arts. 46 y 47), la progra-
macién (arts. 48 y 49) y las auditorias (art. 52).

Pero la expresién actuacién administrativa se extiende también al dmbito
externo, es decir, a las relaciones que entabla la Administracién aragonesa
con los ciudadanos. A la actuacién administrativa con efectos juridicos frente a
terceros se refieren los articulos 50-51 (racionalizacién de los procedimientos)
y 53-55 (derechos de los ciudadanos frente a la Administracién).

Sistemdticamente el Titulo | resulta algo incoherente, ya que en ocasiones
superpone estos dos planos interno y externo. Por ejemplo, el articulo 50 de la
Ley 5/2021 regula la racionalizacién de los procedimientos, que es el cauce
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principal de comunicacién de la administracién con los ciudadanos (plano
externo, por tanto). Y el articulo 51 parece reiterar el derecho a relacionarse
electrénicamente con la administracién que reconoce también el articulo 53

de la Ley 5/2021.

En todo caso, estructuraré la exposicién de las novedades de la Ley
5/2021 a partir de esta doble clasificacién.

II. MARCO COMPETENCIAL

La regulacién de la actuacién administrativa entronca con el Estatuto de
Autonomia de Aragén, LO 5/2007, cuyo articulo 61 dispone que «la Comuni-
dad Auténoma de Aragén crea y organiza su Administracién propia conforme
a la ley». El titulo competencial que permite a nuestra comunidad auténoma
disefiar una Administracién poblica propia es, ante todo, el del nGmero 12° del
articulo 75 del Estatuto, que reconoce la competencia compartida en materia
de «régimen juridico, procedimiento, contratacién y responsabilidad de la
Administracién Publica de la Comunidad Auténomas, en consonancia con el
articulo 148.1.1° de la Constitucién espafiola.

Los perfiles y la dimensién exacta de la competencia aragonesa estdn
definidos por la competencia estatal para establecer la regulacién bésica de la
organizacién de todas las administraciones pdblicas. La Constitucién espafiola
atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre «régimen juridico de las
Administraciones piblicas y procedimiento administrativo comun, sin perjuicio
de las especialidades derivadas de la organizacién propia de las Comunidades
Auténomas» (art. 149.1.18). A diferencia de la competencia en procedimiento
administrativo comdn, que es plena o exclusiva, el «régimen juridico de las
administraciones publicas» es objeto de competencia compartida porque se
limita a las bases. El articulo 105 ¢) de la Constitucién espafiola reserva a
la ley «el procedimiento a través del cual deben producirse los actos admi-
nistrativos, garantizando, cuando proceda, la audiencia del interesado». Las
Leyes 39/2015, LPAC, y 40/2015, LRJSP, desarrollan la competencia estatal y
acotan las posibilidades de regulacién de la Comunidad Auténoma de Aragén.

La expresién régimen juridico de las Administraciones publicas no se limita
al régimen de los actos administrativos, sino que comprende también elementos
esenciales de la organizacién administrativa, dmbito de competencias y estructura
de la funcién pdblica. En definitiva, la Comunidad Auténoma de Aragén tiene
competencia para crear y desarrollar su propio aparato administrativo, pero
con sujecién a las normas bdsicas estatales que no podrdn imponer un régimen
uniforme de organizacién (GiMénez Aeap, 2001:323, Emen lrujo, 2008: 221).

La LPAC y la LRJSP dejan margen al legislador autonémico para la regu-
lacién de la actuacién administrativa y el desarrollo del procedimiento comdn.
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Pero el legislador estatal no es coherente y confunde en ocasiones la com-
pefencia exclusiva en materia de procedimiento administrativo comidn con la
regulacién de las bases del régimen juridico de las Administraciones puoblicas,
ambas ex art. 149.1.18°de la Constitucién espariola. El Tribunal Constitucional
ha sido igualmente contradictorio al referirse al procedimiento comdn como
«materia de competencia bdsica del Estado» (STC 132/2013). Amparada en
tales contradicciones, la delimitacién competencial ha sido tema de intenso
debate entre la doctrina administrativista (VAQuer Casalieria, 2016, Gonzdlez
Rios, 2018) y lo cierto es que se observa cierta «prudencia autonémica» ante
el desarrollo de normas propias de actuacién (Moreu CArBONELL, 2021:259).

lll. ACTUACION ADMINISTRATIVA INTERNA

Nos centramos ahora en las relaciones puramente organizativas o domésti-
cas, es decir, las que no tienen efectos juridicos frente a terceros. Respetando la
legislacién bdsica estatal, que establece los principios generales de la actuacién
administrativa (arts. 3 'y 4 LRJSP), la Ley 5/2021 regula el marco juridico gene-
ral de la actuacién interna de la Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén, tanto a nivel interorgdnico como intersubjetivo.

1. Principios generales de actuacién

Los principios generales sirven para orientar, articular y gestionar la actua-
cién administrativa interna. El articulo 46 de la Ley 5/2021 dispone que «la
actuacién de los érganos de la Administracién de la Comunidad Auténoma
y de sus organismos pdblicos se fundamentard en los principios de colabora-
cién, auxilio y mutua informacién». Y el articulo 47 desarrolla el principio de
coordinacién, que incumbe a los departamentos y organismos publicos que
«coordinardn sus actividades para una mejor consecucién de los objetivos del
Gobierno de Aragéns.

Ambos articulos 46 y 47 de la Ley 5/2021 son prdcticamente idénticos a
los correlativos articulos 43 y 44 del texto refundido derogado. La redaccién
se ha adaptado a las reglas del lenguaije inclusivo, se ha armonizado con la
administracién electrénica y se ha matizado alguna expresién. Pero, bdsica-
mente, el contenido regulatorio es el mismo.

A) Principios de colaboracién y cooperacién

Los principios de colaboracién, auxilio y mutua informacién se vinculan
con el principio general de lealtad institucional que reconoce el articulo 62
del Estatuto de Autonomia de Aragédn, cuando dispone que la Administracién
aragonesa «en su actuacién respetard los principios de buena fe y de confianza
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legitima, y se relacionard con el resto de Administraciones Piblicas espafiolas
con arreglo al principio de lealtad institucional». Igualmente, el articulo 3 de
la LRISP recoge como principios bdsicos de la actuacién administrativa los de
«buena fe, confianza legitima y lealtad institucionals.

En todo caso, el principio de lealtad institucional parece pensado principal-
mente para las relaciones entre administraciones piblicas (interadministrativas).
El articulo 46 de la Ley 5/2021, a diferencia del correlativo articulo 43.1 del
TRLACA, incluye una referencia especifica a la actuacién «de los organismos
pUblicos» y no solo de los «6rganos administrativos». Por eso, el Titulo | de la
Ley 5/2021 recoge una manifestacién llamémosla doméstica de este princi-
pio, limitado a las relaciones entre organismos publicos. Las relaciones entre
la Comunidad Auténoma de Aragédn y las demds administraciones publicas,
incluida la estatal, se regulan en otros articulos de la ley 5/2021, en concreto,
el Titulo V. Relaciones interadministrativas (articulos 145 a 158).

A nivel intersubjetivo e interorgdnico, tiene su reflejo en estos principios
de colaboracién (o cooperacién) y auxilio mutuo, que obligan a cada orga-
nismo publico y a cada érgano administrativo a actuar conjuntamente con los
demds para lograr fines comunes. Esta colaboracién se manifiesta a través
de mdltiples herramientas: se crean sistemas integrados de informacién o se
establecen planes y programas de actuacién conjuntos.

Cuando hablamos de relaciones interorgdnicas no debemos olvidar el
impacto que tiene el principio de jerarquia sobre estos otros principios de cola-
boracién. El principio de jerarquia es propio de las relaciones interorgdnicas
y deriva de la propia estructura piramidal de distribucién del poder. Asi, los
érganos administrativos se estructuran y ordenan en funcién de criterios jerdr-
quicos. Los 6rganos que se encuentran en un nivel inferior estdn subordinados
a los ubicados en niveles superiores. La jerarquia se plasma en la existencia
de un poder de direccién de los superiores jerdrquicos que, como correlato,
implica un deber de respefo y obediencia de los érganos inferiores.

En particular, el principio de jerarquia permite que los érganos jerdrqui-
camente superiores puedan dictar instrucciones u érdenes de servicio sobre los
érganos inferiores (art. 6 LRISP). En definitiva, el principio de colaboracién,
basado en la voluntariedad, puede quedar superado por el principio de jerar-
quia y la obligacién que tienen los érganos inferiores de acatar las instruccio-
nes de los superiores. Como se ha dicho, el hdbitat natural del principio de
colaboracién son las relaciones entre administraciones y organismos publicos
y no tanto entre érganos administrativos.

Segun el articulo 46.2 de la Ley 5/2021, los érganos administrativos estdn
obligados a facilitarse reciprocamente la informacién precisa para el adecuado
desarrollo de sus competencias, siendo los titulares de estos 6rganos responsa-
bles del cumplimiento de este deber. Evidentemente, los titulares de los érganos
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superiores podrdn dictar instrucciones y érdenes de servicio que obliguen a los
inferiores a cumplir forzosamente este deber de colaboracién e intercambio de
informacién. La Lley aragonesa de simplificacién administrativa (Ley 1/2021,
de 11 de febrero) regula instrumentos de colaboracién. Por ejemplo, prevé la
creacién de una plataforma de emisién de informes sectoriales que hayan de
emitir los érganos o entidades del sector piblico aragonés, que se solicitardn
y remitirdn electrénicamente a través de dicha plataforma (art. 30).

B) Principio de coordinacién

El principio de coordinacién pretende garantizar la coherencia de las
actuaciones administrativas mediante la unidad de accién, evitando contro-
dicciones. La finalidad de la coordinacién es similar a la de la colaboracién,
pues ambas se orientan a mejorar la eficacia de las politicas publicas (Ber-
MEIO VErRA, 2010:624). Sin embargo, existe una diferencia fundamental entre
ambas. Mientras que la colaboracién es de base voluntaria, la coordinacién
es obligatoria y parte de la situacién de preeminencia de un «coordinador»
sobre el resto de participantes.

En cualquier caso, la coordinacién es un principio de compleja determi-
nacién. Segin el Tribunal Constitucional, su objetivo es evitar contradicciones
y reducir disfunciones «que, de subsistir, impedirian o dificultarian respectiva-
mente la realidad misma del sistema» (STC 32/1983, de 28 de abril, FJ. 2).

La coordinacién aparece tanto en las relaciones interadministrativas, como
en las interorgdnicas. En concreto, el articulo 47.1 de la Ley 5/2021 dispone
que los departamentos y los organismos publicos coordinardn sus actividades
para una mejor consecucién de los objetivos del Gobierno de Aragén.

En el plano inferorgdnico la coordinacién se relaciona con la estructura
jerarquizada de las administraciones publicas, que lleva a que los érganos
e superior jerarquia coordinen y orienten las actuaciones de sus érganos
d i d y ten | t d
dependientes. Esta coordinacién interorgdnica se relaciona con el principio de
jerarquia, que se analizard en un epigrafe posterior. Segin el articulo 47.2
de la ley aragonesa, cada érgano deberd ponderar, en el ejercicio de sus
Y |
competencias, no solo sus fines propios, sino también los de la Administracién
de la comunidad auténoma en su conjunto, y se facilitaré preferentemente la
prestacién conjunta de servicios a los interesados.

Por lo que se refiere a la coordinacién entre distintos organismos publicos,
se fundamenta en algin titulo competencial que atribuye la tarea coordinadora,
dado que no hay jerarquia entre ellos. La ley dispone que los titulares de los
departamentos tienen el deber de impulsar e instrumentar el cumplimiento del
principio de coordinacién en el dmbito de sus competencias. La coordinacién
en el seno de la Administracién piblica aragonesa se realiza a través de
técnicas distintas, entre ofras, las siguientes (art. 47.4):
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® la aprobacién de planes y programas de coordinacién, tanto depar-
tamentales como interdepartamentales. Igual que en el texto refundido
anterior, la Ley 5/2021 atribuye un contenido minimo a estos planes
y programas de coordinacién, que deberdn fijar los objetivos comunes
a los que habran de ajustarse los centros directivos afectados en uno
o a varios sectores de la gestién administrativa (art. 47.5).

La creacién de érganos de coordinacién, prevista también el derogado

texto refundido de 2001.

La emisién de directrices y criterios técnicos de actuacién.

La creacién de grupos de trabajo o designacién de unidades existentes
para coordinar materias transversales de gestién y proponer soluciones
comunes a todos los departamentos. Esta técnica de coordinacién es
nueva y no aparecia en el texto refundido de 2001. La ley 5/2021
dispone que los grupos harén propuestas y recomendaciones que serdn
adoptadas y ejecutadas por los érganos responsables de la gestién
competentes en la materia.

C) El uso de medios electrénicos para las relaciones internas

El articulo 46.3 de la Ley 5/2021 dispone que estas relaciones entre
organismos publicos y entre érganos de la Comunidad Auténoma de Aragén
«se llevardn a cabo a través de medios electrénicos que aseguren la interope-
rabilidad y seguridad de los sistemas y soluciones adoptadas y garantizarén
la proteccién de los datos de cardcter personal». Esta previsién enlaza con
lo previsto en la legislacién estatal (art. 3.2 LRJSP) y, evidentemente, supone
una novedad que no recogia el articulo 43 del derogado texto refundido de
2001. Es notorio que la tecnologia estd alterando el modo de actuacién de las
Administraciones piblicas (FERNANDEZ FArRREs, 2016 y CaNALs AMETLER, 2018).

El principio de interoperabilidad se define como la capacidad de los
sistemas de informacién para compartir datos y posibilitar el intercambio de
informacién entre ellos (art. 2.d) del RD. 203/2021). Para que la administracién
electrénica pueda desarrollarse plenamente es indispensable el tratamiento y
procesamiento de datos y documentos, y que dicha informacién y datos puedan
ser infercambiados entre las distintas administraciones piblicas, en el marco
de sus competencias y con un estricto cumplimiento del principio de legalidad.

Por eso la interoperabilidad es el elemento estructural necesario para el
desarrollo efectivo de la administracién electrénica. El disefio de las herramien-
tas, sistemas y plataformas de gestién se debe hacer conforme con la normativa
bdsica aprobada por el Estado. La LRJSP define el Esquema Nacional de Intero-
perabilidad, ENI, que «comprende el conjunto de criterios y recomendaciones
en materia de seguridad, conservacién y normalizacién de la informacién,
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de los formatos y de las aplicaciones que deberdn ser tenidos en cuenta por
las Administraciones Piblicas para la toma de decisiones tecnolégicas que
garanticen la interoperabilidad» (art. 156). El ENI se materializa en el Real
Decreto 4/2010, de 8 de enero, y en las correspondientes normas técnicas
de desarrollo, acompafadas de guias de aplicacién y de otros documentos
complementarios.

En lo que se refiere a la actuacién electrénica del sector piblico, debemos
tener en cuenta las previsiones del reglamento estatal de actuacién y funciona-
miento del sector piblico por medios electrénicos, aprobado por Real Decreto
203/2021, de 30 de marzo. Buena parte de sus preceptos se dictan al amparo
de las competencias estatales de los apartados 18° (procedimiento adminis-
trativo comin y bases del régimen juridico de las Administraciones publicas),
21° (telecomunicaciones) y 29° (seguridad pdblica) del articulo 149.1 de la
Constitucién espafiola, segin indica su disposicién final primera. Se aplica,
por tanto, a la Comunidad Auténoma de Aragén.

El Titulo IV del reglamento desarrolla, en concreto, lo previsto en los arts.
3.2 y 155-158 de la LRISP relativos a la colaboracién entre administraciones
por medios electrénicos y a las relaciones electrénicas entre Administraciones
pUblicas, que resulta extensible a las entidades de derecho privado vinculadas
o dependientes de las Administraciones publicas cuando actien en el ejercicio
de potestades administrativas. Los preceptos de este Titulo IV se aplican a la
Comunidad Auténoma de Aragén, excepto los articulos 57, 60.3 y 62.2 que
no tienen cardcter bésico.

En primer lugar, para hacer efectivo este deber de colaboracién electrénica
se prevé la adhesién voluntaria a las sedes electrénicas o sedes asociadas
disponibles de la misma Administracién o de otra, mediante la formalizacién
del correspondiente instrumento de adhesién (disposicién adicional segunda
de la LPAC y art. 58 del RD 203/2021). La adhesién es voluntaria, pero la
no adhesién se deberd justificar «en términos de eficiencia» conforme a la
legislacién de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. El regla-
mento contempla la posiblidad de integrar las dreas personalizadas o carpetas
ciudadanas con la carpeta ciudadana del sector piblico estatal (art. 59 del
RD. 203/2021).

La adhesién voluntaria no altera la responsabilidad de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragédn en el ejercicio de sus competencias.
Eso significa que si cualquier incidencia técnica imposibilita el funcionamiento
ordinario del sistema o aplicacién que corresponda, el érgano u organismo
pUblico aragonés seguird siendo responsable de la continuacién de la trami-
tacién de sus procedimientos y servicios a la ciudadania (art. 65.3 del RD.
203/2021), aunque podré acordar una ampliacién de los plazos prevista al
amparo del articulo 32 de la LPAC.
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En segundo lugar, se regula un sistema de interconexién de registros
administrativos, también entre organismos pUblicos o entidades de derecho
publico, que deberdn ser interoperables a través del sistema de interconexién
de registros que gestiona el ministerio competente en el dmbito de la transfor-
macién digital.

Por dltimo, el RD 203/2021 desarrolla el régimen bdsico de las trans-
misiones de datos entre administraciones y organismos publicos previsto en
el articulo 155 de la LRISP, que se realizan a través de las redes corpora-
tivas administrativas para el envio de documentos elaborados por cualquier
administracién. El érgano u organismo publico cesionario del documento es
responsable del correcto acceso electrénico a los datos y de su utilizacién,
especialmente cuando son datos sensibles y protegidos (como los relativos a
la salud).

La cesién de datos se hace mediante las plataformas de intermediacién
de datos o sistema electrénico equivalente, que permiten dejar constancia de
la fecha y hora en que se produjo la transmisién y del procedimiento admi-
nistrativo, trédmite o actuacién al que se refiere la consulta. Las plataformas
de intermediacién o equivalentes que se creen en el sector piblico deberdn
ser interoperables con la Plataforma de Intermediacién de la Administracién
General del Estado y sus organismos publicos (art. 62.1 del RD. 203/2021).
La adhesién a las plataformas de intermediacién de datos requerird que se
garantice el cumplimiento de las condiciones de seguridad exigidas por los
cedentes de la informacién para el tratamiento de datos por parte de la plo-
taforma encargada del tratamiento de dichos datos y de los cesionarios de
los mismos.

De conformidad con el articulo 63 del RD. 203/2021, la remisién de
expedientes entre administraciones y organismos pUblicos se hard a través de
un nodo de interoperabilidad, de la direccién electrénica o localizador. La
puesta a disposicién del expediente equivale a la remisién del mismo, siempre
que se garantice la integridad del acceso a lo largo del tiempo. Estas reglas
se aplican también «cuando la solicitud se produzca dentro del dmbito de una
misma Administracién pdblica» (art. 63.2) y, por tanto, resultan aplicables en
nuestra comunidad auténoma.

2. Planificacién y programacién de la actuacién administrativa

El articulo 48 de la Ley 5/2021, como su correlativo articulo 45 del texto
refundido de 2001, desarrolla el principio de planificacién y direccién por
objetivos y evaluacién de resultados de las politicas pdblicas. Estos principios
pretenden garantizar la eficacia y la eficiencia de la actuacién administrativa
(art. 48.1). Nétese la diferencia de matiz entre ambos: la eficacia implica el
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cumplimiento de los objetivos marcados y la adaptacién de los medios utiliza-
dos a los fines institucionales, mientras que la eficiencia valora la adecuada
utilizacién de los recursos poblicos disponibles. De hecho, los criterios para
evaluar que se cumplen ambos principios son distintos (art. 59.3).

Como principal novedad, el precepto incorpora una mencién expresa a
la programacién de los servicios de administracién digital.

El principio de planificacién y direccién por objetivos se relaciona con la
herramienta de la rendicién de cuentas, que, aplicada a las organizaciones
del sector piblico, pretende materializar las politicas publicas y ordenar mejor
su actividad (Navera Navera, 2015:40). La Ley 5/2021 dispone ademds que
estos programas se basardn en los objetivos politicos y en los plazos fijados
por el Gobierno de Aragén que tienen que determinar los responsables de su
ejecucién. Otras comunidades auténomas han implantado sistemas de gestién
por objetivos en los dltimos afios (1).

Los articulos 31.2 y 103.1 de la Constitucién espafiola reconocen ya la
eficiencia y la eficacia como principios de la actividad administrativa. Pero ha
sido la moderna legislacién de transparencia la que ha dado un impulso a este
principio de planificacién y direccién por objetivos. De hecho, el articulo 48.3
de la Ley 4/2021 es prdacticamente idéntico al articulo 6 de la Ley 19/2013,
de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informacién publica y buen
gobierno, que dispone que «las Administraciones Piblicas publicardn los planes
y programas anuales y plurianuales en los que se fijen objetivos concretos,
asi como las actividades, medios y tiempo previsto para su consecucién». Por
su parte, la Ley de Transparencia de Aragén (Ley 8/2015, de 25 de marzo)
define estos principios de eficacia y eficiencia como la consecucién de la

(1) Por Resolucién de la consejeria competente, de 28/09/2020 (Boletin Oficial de
Canarias de 05/10/2020), se aprobé la aplicacién de un sistema de gestidn por objetivos
a la Administracién Piblica de Canarias y a sus organismos piblicos, al menos, durante los
ejercicios 2021, 2022 y 2023. El acuerdo sefiala que el modelo ahonda en la eficacia de
las politicas publicas, en la eficiencia de la asignacién de recursos piblicos y permite mejorar
la gestién de los Obijetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

En un primer nivel de programacién, el departamento competente define formalmente los
objetivos a los que se asociard su propio sistema de indicadores (indicadores estratégicos).
En un segundo nivel, cada centro directivo relacionard sus proyectos con la consecucién de
dichos objetivos estratégicos. Los sistemas de indicadores (estratégicos, de resultado y ejecu-
cién) deben especificar un responsable, asi como las metas, los valores iniciales y los valores
obtenidos. Se pretende mejorar la organizacién asignando responsabilidades concretas y
resultados medibles.

El modelo se inspira en los principios de rendicién de cuentas y participacién, de forma
que el proceso de planificacién sea lo mds participativo posible con la colaboracién de los
empleados publicos. A través de un sistema informdtico se hard seguimiento de la evolucién
de los objetivos y de las distintas actividades que permitan conocer la evolucién de los planes
del Gobierno de Canarias.
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méxima calidad posible, mediante la orientacién a objetivos y resultados y la
utilizacién éptima de los medios para conseguir esta eficacia (art. 2 e) de la
Ley 8/2015). Dicha ley obliga también a evaluar y publicar periédicamente,
al menos una vez al afio, el grado de cumplimiento y los resultados de los
planes y programas, junto con los indicadores de medida y valoracién (art.
14 Ley 8/2015).

Sin embargo, la imprecisién de las leyes de transparencia suscita algunas
dudas sobre su alcance y contenido En concreto, se ha dicho que no utiliza
los conceptos cominmente empleados en el marco conceptual teérico, que son
los de planes estratégicos y de direccién por objetivos, teniendo en cuenta
que en la administracién pdblica hay muchos tipos de planes que no consti-
tuyen propiamente planificacién estratégica y direccién por objetivos (NAVERA
Navera, 2015:41). Esta indefinicién se observa tanto en el articulo 6 de la ley
estatal de transparencia de 2013 como en el articulo 14 de la ley aragonesa
de 2015, y en el correspondiente articulo 48.3 de la Ley 5/2021 (2). Otra
critica se centra en el hecho que no se obligue a todas las administraciones
publicas a elaborar este tipo de planes estratégicos por objetivos (NAVERA

Navera, 2015:57).

Sea como fuere, en la gestidn publica cobra fuerza la idea de la accoun-
tability, término inglés que suele traducirse como rendicién de cuentas y que,
genéricamente, se orienta a asegurar que las administraciones pdblicas cumplen
con los estdndares adecuados de transparencia, participacién, razonabilidad
en la toma de decisiones y legalidad, y, sobre todo, que las normas y decisiones
que aprueban estdn sometidas a un control efectivo (PoNce Soté, 2014:20 y
DARNACULLETA | GARDELLA, 2016:18). El concepto de accountability estd intima-
mente ligado con el compromiso con la obtencién de resultados y objetivos
programados, en lugar de con la idea cldsica de responsabilidad (Naveira
Navera, 2015:42). Segin la ley aragonesa de transparencia, el principio de
responsabilidad y rendicién de cuentas obliga a la administracién a asumir
«de forma expresa sus obligaciones ante los ciudadanos y las ciudadanas y las
responsabilidades derivadas de sus decisiones y actuciones, promoviendo la
cultura de la evaluacién y estableciendo el principio de rendicién de cuentas»
(art. 2 k. Ley 8/2015).

El principio de evaluacién de resultados estd, en definitiva, intimamente
relacionado con el principio de planificacién y direccién por objetivos. Ambos

(2) Y de hecho, la pdgina web de transparencia <https://transparencia.aragon.es/
content/planificacion>, publica todo tipo de planes y programas departamentales o interde-
partamentales, con independencia de si son o no de cardcter estratégico y de gestién por
obijetivos. Por ejemplo, no tienen ese cardcter el Plan de Responsabilidad Social de Aragén
o el Plan General de Carreteras 2013-2024, que tampoco siguen la metodologia de la
direccién por objetivos.
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son las caras de una misma moneda: la de la eficacia y la eficiencia admi-
nistrativas. La ley aragonesa de transparencia lo define como «el proceso
integral de observacién, andlisis y consideracién de la intervencién publica,
encaminado a valorar su disefio, desarrollo y ejecucién, el cumplimiento de
sus objetivos, su impacto y las correcciones necesarias para la mejora de las
estrategias pUblicas» (art. 3 d) de la Ley 8/2015.

Los planes y programas que disefian los objetivos, el grado de cumpli-
miento de los mismos y los resultados obtenidos y la evaluacién de resultados
se deben aprobar periédicamente y ser publicados en el Portal de Transparen-
cia, junto con los indicadores de medida y valoracién. La competencia para
aprobarlos corresponde a los titulares de los departamentos y demds entidades
del sector publico institucional y, en su caso, a los érganos con competencia
especifica para ello en el dmbito de la Administracién de la comunidad auté-
noma. Segin el articulo 49 de la Ley 5/2021, los planes y programas se
aprobardn por orden del titular del departamento promotor de los mismos,
excepto cuando se trate de planes que afecten a varios departamentos, en
cuyo caso se aprobarén por acuerdo del Gobierno de Aragén.

Cuando de tales planes y programas se deriven consecuencias econémi-
cas, requerirdn del informe de la direccién general competente en materia de
presupuestos, en el que se analizard y valorard la sostenibilidad financiera de
acuerdo con lo previsto en la normativa de estabilidad presupuestaria, que en
Aragén estd integrada por la Ley 5/2012, de 7 de junio. También la actuacién
inversora de la comunidad auténoma debe ser objeto de una programacién
interdepartamental especifica, de cardcter anual o, en su caso, plurianual, con
el fin de conseguir que dicha inversién sea coordinada vy eficiente (art. 48.4
de la Ley 5/2021). Esta previsidén ya estaba en el texto refundido anterior
(art. 45.2 TRLACA.

Por Gltimo, la Ley 5/2021 incluye una referencia a la planificacién de la
administracién digital que corresponde al departamento con competencias en
materia de administracién electrénica y que obedece al objetivo fundamental
de la simplificacién (art. 48.2), en el marco de la Ley 1/2021, de simplifica-
cién administrativa.

No quiero terminar este apartado sin hacer una reflexién general sobre
esta moda de desarrollar politicas publicas a través de «planes», «acciones»,
«agendas» y «estrategias», documentos que escapan a las categorias cldsicas
de la ley, el reglamento y el acto administrativo. Explica Susana de la Sierra
(2022) que estos instrumentos se caracterizan por un uso retérico del lenguaie,
por su contenido difuso y, sobre todo, por diferir las acciones concretas hacia
el futuro. En general, se dice que propician procesos participativos, aunque no
siempre se concreta cudles han de ser su alcance y efectos. Suelen ir acompa-
fiados de la creacién de érganos ad hoc en los que se ven representados los
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intereses afectados y se someten a sistemas de evaluacién no estandarizados.
En otro lugar he manifestado mis dudas ante esta tendencia corporativista a
encomendar el control administrativo a instancias especializadas. Por eso,
es necesario sistematizar y perfilar convenientemente estas nuevas formas de
actuacién, porque sus confornos son imprecisos.

3. Auditorias administrativas

El contexto actual en el que las administraciones pdblicas desarrollan su
actividad —reduccién del déficit, control del endeudamiento, descentralizacién
y externalizacién en la gestién de servicios, etc. —, requiere una adaptacién de
los mecanismos de control establecidos para satisfacer las nuevas y crecientes
demandas de usuarios, tanto internos como externos (LoPEz HERNANDEZ, OrTiz
Ropricuez, 2005:501).

Segun el articulo 52.1 de la ley 5/2021, los érganos administrativos se
someterdn periédicamente a controles, auditorias o inspecciones para evaluar
su eficacia en el cumplimiento de los obijetivos que les hayan sido asignados,
asi como su eficiencia en la utilizacién de los recursos disponibles.

Para poder hacer esta labor de control hay que definir unos criterios e
indicadores de evaluacién, que son distintos segin si se evalta la eficacia o
la eficiciencia de la actuacién administrativa. Mientras que los indicadores
que evaldan la eficacia los fija el titular del departamento competente en
materia de organizacién administrativa, los que evaldan la eficiencia se fijan
conjuntamente por los consejeros competentes en materia de organizacién
administrativa y hacienda (art. 52.3 de la Ley 5/2021). La evaluacién se erige
asi en la cldusula de cierre de la actuacién administrativa, no solo en términos
de legalidad, sino de eficacia y eficiencia, es decir: tomando como referencia
la consecucién de los objetivos del Estado Democrdtico y Social. Sin embargo,
en la prdctica se aprecia una ligera superioridad de los sistemas de evaluacién
centrados en el control del gasto pdblico y una casi inexistente evaluacién de
las politicas piblicas (Susana DE ta Sierra, 2022).

Los érganos encargados del control, auditoria e inspeccién se pueden
clasificar en dos tipos: externos e internos.

A) Organo de control externo: la Camara de Cuentas de Aragén

La Cdmara de Cuentas de Aragén es el principal érgano de control externo
de la actividad administrativa. El Estatuto de Autonomia lo define como «el
érgano fiscalizador de la gestién econémico-financiera, contable y operativa
del sector publico de la Comunidad Auténoma de Aragén», asi como de las
entidades locales del territorio aragonés, sin perjuicio de las competencias que
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en este dmbito ostente el Tribunal de Cuentas (art. 112 EAAr). La Camara de
Cuentas de Aragén depende directamente de las Cortes de Aragén y ejerce
sus funciones por delegacién. La Ley 11/2009, de 30 de diciembre, define su
régimen juridico y su reglamento interno fue aprobado por acuerdo de la Mesa
y de la Junta de Portavoces de las Cortes, de fecha 17 de diciembre de 2010.

En su labor fiscalizadora de la actuacién administrativa, la Cdmara de
Cuentas aplica las normas técnicas de auditoria del sector piblico, que regu-
lan, entre otros aspectos, los objetivos globales, el procedimiento de auditoria
o las responsabilidades del auditor. Segin el reglamento de la Cémara de
Cuentas, aplicard los principios y normas técnicas de auditoria que eventual-
mente apruebe (art. 18) y empleard los procedimientos que resulten idéneos,
tales como la auditoria financiera, de cumplimiento, operativa, de programas
presupuestarios y planes de actuacién, de sistemas y procedimientos de gestién
financiera, y de auditoria informdtica (art. 9).

La Camara de Cuentas ha sido definida como una «institucién externa no
coercitiva» que defiende los intereses de los ciudadanos y que actia siguiendo
el método anglosajén de buscar el problema y no el culpable. Por eso tiene
autoridad, pero le hace falta potestas, es decir, més herramientas para corregir
un incumplimiento reiterado de las normas para mejorar la accién administra-
tiva (GUrRea Bavona, 2015:366, Canales Auenpe, 2012:22). En efecto, faltan
recursos y voluntad de imponer correcciones detectadas por la Cémara de
Cuentas; los informes de fiscalizacién se publican con dos afios de diferencia
(en marzo de 2021 se publicé el informe correspondiente al ejercicio de 2019,
y asi sucesivamente), lo cual resta eficacia al papel de la camara (3).

B) Organos de control interno: la Intervencién General de Aragén
y la Inspeccién de Servicios

El control interno consiste en establecer un mecanismo de vigilancia dentro
de la propia organizacién para detectar los errores, evaluar los riesgos, y evitar
o minimizar los fallos con el fin de corregirlos (Barrio TaTO, BARRIO CARVAJAL,
2008:53). En todo caso, su eficacia dependerd de la utilidad efectiva que
sus destinatarios den a los informes de fiscalizacién (Diaz Zurro, 2012:51).

(3) Por otro lado, determinadas auditorias de la Cédmara de Cuentas suscitan inten-
sos debates politicos en el parlamento aragonés, como la relativa al Fondo de Inversiones
de Teruel, Fite (ejercicio 2016) <https://www.camaracuentasaragon.es/download/informes/
informe2018/Informe-de-fiscalizacion-del-Fondo-de-Inversiones-de-Teruel_FITE_firmado.pdf>,
que ya advertia de ciertas irregularidades relativas a la financiacién de Motorland. En octubre
de 2021 las Cortes de Aragén rechazaron una nueva auditoria externa que habian solicitado
algunos grupos parlamentarios.

Monografias de la Revista Aragonesa de Administracién Poblica
ISSN' 1133-4797, XXII, Zaragoza, 2022, pp. 212237 225



ELISA MOREU CARBONELL

Los principales érganos de control interno en las administraciones pdblicas
son las intervenciones estatales, autonémicas y locales, que se integran en sus
respectivas administraciones aunque gozan de autonomia para el ejercicio de
sus funciones. Su objetivo es aportar garantias sobre el cumplimiento de la
legalidad y sobre la gestidn eficiente de los recursos piblicos.

La Intervencién General de Aragén es el principal érgano de control
interno de la actuacién de la comunidad auténoma, con funciones en materia
de fiscalizacién, contabilidad y control financiero segin la Ley de Hacienda
de Aragén, aprobada por Decreto Legislativo 1/2000, de 29 de junio (arts.
67 y ss.). Aunque la intervencién se adscribe orgdnicamente al departamento
competente en materia de Hacienda, actia con plena autonomia (art. 15
LHacAr). Entre otras funciones, la Intervencién dirige las auditorias que se
realicen por indicacién del Gobierno de Aragén o del consejero competente
en materia de hacienda.

La direccién general de presupuestos del departamento competente en
materia de hacienda tiene también competencias para el andlisis y evaluacién
de las politicas de gasto.

Por su parte, la Inspeccién General de Servicios de la Comunidad Auté-
noma de Aragén ejerce competencias en materia de inspeccién y calidad de
los servicios. Segin el articulo 16.1 del Estatuto de Autonomia de Aragén,
todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a unos
servicios pUblicos de calidad y la ley 5/2013, de 20 de junio, de Calidad
de los Servicios Publicos, permite a los ciudadanos dirigirse a la Inspeccién
General de Servicios en caso de funcionamiento deficiente del servicio. El Plan
de Inspeccién de Servicios para los afios 2021-2024, aprobado por Orden
HAP/583/2021 (BOA n° 118, de 02/06/2021) regula cémo se tienen que
hacer las auditorias, sus tipos, la metodologia a aplicar y los resultados. Existen
dos tipos de auditorias: las funcionales, que tienen por objeto la correccién
de una determinada actuacién administrativa, y las de centros, que se cifien
a un determinado departamento u organismo. Ademds, el plan de inspeccién
ordena a realizar actuaciones en materia de personal, cartas de servicios y
en materia de ética piblica e integridad.

IV. ACTUACION ADMINISTRATIVA EXTERNA

Como he anunciado, el Titulo | de la Lley 5/2021 regula también la
actuacién administrativa ad extra, es decir, el estatuto de derechos de las
personas «en sus relaciones con la Administracién aragonesa» (arts. 53 y 54).

Se trata de una seleccién innecesaria de derechos que ya se reconocen en
la legislacién estatal bdsica: el derecho a relacionarse por medios electrénicos
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(art. 53 a) LPAC), el derecho de acceso a la informacién poblica (art. 13 d)
LPAC), en especial el conocimiento efectivo de los procedimientos y de los
servicios, y el derecho a la proteccién de datos personales (art. 13. h) LPAC).
Y ademds perturbadora, porque solo menciona un ndmero limitado de derechos
entre todos los que la LPAC reconoce a los ciudadanos y a los interesados en
sus relaciones con la Administracién.

Los principios de buena regulacién obligan a justificar muy bien el con-
tenido de las normas juridicas, evitando duplicidades. Segin el articulo 129
de la LPAC, en el ejercicio de la iniciativa legislativa y de la potestad regla-
mentaria, las administraciones piblicas actuardn de acuerdo con los principios
de necesidad, eficacia, proporcionalidad, seguridad juridica, transparencia,
y eficiencia. La adecuacién a dichos principios debe quedar acreditada en la
parte expositiva de las normas. Mucho antes, las Directrices de Técnica Nor-
mativa del Gobierno de Aragén (DTN), publicadas por Orden del Consejero
de Presidencia y Justicia de 31/05/2013 (BOA n° 119, de 19/06/2013), ya
advertian que las normas tienen que ajustarse a los principios de necesidad
y de seguridad juridica.

1. Derecho a relacionarse por medios electrénicos

En efecto, la Ley 5/2021 concreta el derecho a relacionarse por medios
electrénicos que ya reconocen los articulos 13.a) y 53 a) de la LPAC. El articulo
53.1 de la Ley 5/2021 dispone que los interesados «dispondrdan del Punto de
Acceso General de la Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén,
disponible en <www.aragon.es>, donde accederdn a la sede electrénica de
la Administracién y, en su caso, a las sedes asociadas». Este derecho de los
ciudadanos a relacionarse electrénicamente con la administracién se recoge
dos veces en el mismo titulo (arts. 51 y 53); por eso, creo que el articulo 51
de la Ley 5/2021 estaria mejor ubicado en el Capitulo IV del Titulo .

Recordemos también que la disposicién adicional segunda de la LPAC
y el articulo 58 del RD 203/2021 prevén la adhesién voluntaria a las sedes
electrénicas o sedes asociadas disponibles en la Administracién General del
Estado, mediante la formalizacién del correspondiente instrumento de adhesion.

En linea con la normativa anterior, la LPAC dispone que cuando los
interesados que no estén obligadas a relacionarse electrénicamente con las
Administraciones Piblicas, no dispongan de los medios electrénicos necesarios,
su identificacién o firma electrénica en el procedimiento administrativo podrd
ser vdalidamente realizada por el personal funcionario piblico mediante el uso
del sistema de firma electrénica. A estos efectos, la ley prevé que la Adminis-
tracién General del Estado, las comunidades auténomas y las entidades locales
mantengan actualizado un registro —u ofro sistema equivalente—, donde conste
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el personal funcionario habilitado para la identificacién o firma (art. 12.3
LPAC). El sistema impone, en definitiva, que existan funcionarios especialmente
habilitados para la identificacién y firma electrénica de los interesados y que se
deben inscribir en el Registro de Funcionarios Habilitados de Aragén, previsto
en la Ley 1/2021, de simplificacién administrativa (art. 53) (4). Por orden del
titular del departamento competente en materia de administracién electrénica se
regulard el sistema para identificar a tales funcionarios (art. 53.2 Ley 5/2021).

2. Derecho de acceso a la informacién publica

El articulo 13. d) de la LPAC reconoce el derecho de todos los ciudadanos
«al acceso a la informacién piblica, archivos y registros, de acuerdo con lo
previsto en la Lley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a
la informacién poblica y buen gobierno y el resto del Ordenamiento Juridico».
En términos muy parecidos, el articulo 54 de la Ley 5/2021 dispone que «las
personas tienen derecho a acceder a la informacién publica, a los archivos y
registros en los términos y con las condiciones establecidas en la Constitucién
y en la normativa sobre procedimiento administrativo, transparencia y derecho
de acceso a la informacién piblica».

3. En particular, el derecho al conocimiento efectivo de los pro-
cedimientos y de los servicios. Racionalizaciéon de los procedi-
mientos administrativos

El articulo 54.2 de la Ley 5/2021, algo desubicado desde una perspectiva
sistemdtica, garantiza «en particular, el conocimiento efectivo de los procedi-
mientos administrativos, de los servicios y de las prestaciones en el &mbito de
la Administracién». Este precepto hay que conectarlo con el articulo 50 del
mismo Titulo, sobre la racionalizacién de los procedimientos administrativos,
que hace responsable a la Comunidad Auténoma de Aragén «de la racionali-
zacién y agilizacién de los procedimientos administrativos y de las actividades
materiales de gestién» (art. 50.1 de la Ley 5/2021). Este derecho ya estaba
en el texto refundido de 2001 que acaba de ser derogado (art. 50 TRLACA).

La responsabilidad a la que se refiere el precepto podria ser patrimonial,
si el ciudadano sufre un dafio antijuridico, pero también disciplinaria por

(4) El registro de funcionarios habilitados fue creado por la derogada Ley 11/2007 de
22 de junio, de Acceso Electrénico de los Ciudadanos a los Servicios Piblicos, que obligaba
a cada administracién piblica a mantener actualizado dicho registro (art. 22). Actualmente
se regula por Orden PCM/1383/2021, de 9 de diciembre, por la que se regula el Registro
de Funcionarios Habilitados en el dmbito de la Administracién General del Estado, sus Orga-
nismos Piblicos y Entidades de Derecho Piblico.
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incumplimiento o retraso en la obligacién de resolver (art. 21.6 LPAC) o por
las demds causas previstas en el Estatuto Bésico del Empleado Publico. Por lo
que se refiere a los funcionarios habilitados para la identificacién o firma elec-
trénica, la ley les exonera de cualquier responsabilidad en cuanto al contenido
de la documentacién aportada por los interesados o la veracidad de lo que
estos declaren (art. 53.6 de la Ley 1/2021 de simplificacién). En estos casos,
la responsabilidad recae en las unidades competentes para la tramitacién y
resolucién de los procedimientos.

El departamento competente en materia de administracién electrénica
instard la revisién de los procedimientos administrativos con objeto de homo-
geneizar trdmites dentro de los mismos y de modificar las peticiones de identi-
ficacién de los ciudadanos, especialmente las que no se consideren necesarias
para la prestacién de los servicios publicos (art. 50.2). En concreto para los
procedimientos electrénicos, la Lley 5/2021 obliga a este departamento a
proponer criterios de racionalizacién que faciliten la prestacién de servicios
a la ciudadania.

El articulo 50.3 de la Ley 5/2021 apunta el problema del tratamiento
automatizado de datos. Segin este precepto, el departamento con competen-
cias en materia de administracién electrénica definird las condiciones necesa-
rias para que se puedan incorporar a la prestacién de servicios tratamientos
automatizados de datos que tengan por finalidad ofrecer de forma proactiva
servicios adaptados a las necesidades de las personas, empresas o entidades
interesadas, de acuerdo con las condiciones establecidas en la normativa de
proteccién de datos personales.

Por Gltimo, cabria hacer una reflexién sobre el impacto que el principio
de simplificacién puede tener sobre el procedimiento administrativo y si para
dar cumplimiento a dicho principio no deberia dejarse un mayor margen de
actuacién a las administraciones piblicas. Ya advertia Pareio Atronso (2016)
que el procedimiento comin que disefia la LPAC estd obsoleto. La supresién o la
aceleracién de tramites, la descarga burocrdtica y documental o la agilizacién
en procedimientos de escasa cuantia, exigen modelos de procedimientos mds
descentralizados y flexibles (DoménecH Pascuat, 2014 y Meuabo Ruiz, 2018).

El procedimiento administrativo electrénico estd sumido en una contra-
diccién interna dificil de salvar. Y es que la administracién electrénica no
tiene sentido sin una homogeneizacién o normalizacién de las herramientas
técnicas (esa «interoperabilidad» que exige la ley), que contrasta con la actual
disgregacién de los sistemas de tramitacién, registro, firma o identificacién
electrénica. Un andlisis del procedimiento electrénico en clave territorial revela
la pretensidn recentralizadora del legislador estatal, un «acoso recentralizador»
(FonpEevita ANTOLIN, 2019, que ha matizado el Tribunal Constitucional en su STC
55/2018. Pero insisto en que la tramitacién electrénica de los procedimientos
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administrativos tiende al «<monopolio natural» —si se me permite la expresién—,
de las soluciones tecnoldgicas, no solo como via para garantizar la igualdad
de derechos de los interesados en el procedimiento comin, sino como efecto
de los elevadisimos costes econédmicos y de la complejidad para desarrollar
en solitario aplicaciones informdticas (Moreu CArsONEL, 2021).

4. Derecho a la protecciéon de datos de carécter personal

El articulo 55.1 de la Ley 5/2021 reconoce el derecho a la proteccién de
datos de cardcter personal «de acuerdo con la normativa vigente en materia
de proteccién de datos y, en particular, a la seguridad y confidencialidad de
los datos que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones utilizados por la
Administracién». Asimismo, las obligaciones de transparencia administrativa
tienen como limite la proteccién de datos de cardcter personal (art. 55.2).

No acabo de entender la utilidad del reconocimiento de este derecho
en la ley 5/2021, que no afiade nada al régimen juridico sectorial de la
proteccién de datos o de la transparencia administrativa.

V. FORMAS DE EJERCICIO DE LA ACTUACION ADMINISTRATIVA

Los articulos 56 a 58 de la Ley 5/2021 regulan las formas de la actua-
cién administrativa. Estamos ante la principal novedad del Titulo |, en contraste
con la regulacién anterior del texto refundido. La propia parte expositiva de
la Ley 5/2021 destaca esta novedad que consiste en sistematizar las formas
de ejercicio de la actividad administrativa. Nétese que aqui la ley emplea el
término «actividad» en lugar de «actuacién», en un sentido amplio.

El articulo 56 de la Ley 5/2021 establece que la Administracién piblica
de la Comunidad Auténoma de Aragén podrd realizar su actividad de las
siguientes formas:

a) Mediante gestién directa o con medios propios.

b) Mediante gestién indirecta, con arreglo a alguna de las férmulas esta-
blecidas en la normativa sobre contratos del sector piblico.

c) Mediante acuerdos de accién concertada con entidades piblicas o con
entidades privadas sin &nimo de lucro para la prestacién a las personas de
servicios conforme a su normativa especifica.

De la gestién indirecta de servicios y actividades no voy a hacer aqui nin-
guna mencidn, puesto que la Ley 5/2021 se remite integramente a las férmulas
establecidas en la normativa de contratos del sector piblico. Me limitaré, por
tanto, a exponer el régimen de los medios propios y de la accién concertada,
que son las novedades més resefiables y las que merecen atencién.
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1. Gestién directa. En especial, los encargos a medios propios

Segun la ley 5/2021, los encargos de ejecucién a medios propios son
una férmula equivalente a la gestién directa de servicios publicos.

Como no podia ser de otra manera, el articulo 57 se remite a la normativa
de contratos del sector piblico y se limita a admitir la posibilidad de que las
entidades del sector piblico aragonés encarguen «la ejecucién de prestaciones
propias de un contrato piblico a quienes ostenten la condicién de medios
propios» (art. 57.1 Ley 5/2021).

Este precepto no aporta nada a lo que regula la Ley estatal 9/2017 de
Contratos del Sector Piblico, LCSP, y la ley bdsica del régimen juridico del
sector publico (Ley 40/2015, LRJSP).

La ejecucién directa de servicios y actividades a través de medios pro-
pios se puede hacer tanto a medios personificados (arts. 32 y 33 LCSP) es un
sistema de cooperacién vertical que exige el oportuno acuerdo de encargo
(TENa Piazuelo, 2018: 304).

Segun la LCSP, los poderes adjudicadores podrén organizarse ejecutando
de manera directa prestaciones propias de los contratos valiéndose de otra
persona juridica distinta a ellos, ya sea de derecho publico o de derecho pri-
vado, siempre y cuando la persona juridica que utilicen merezca la calificacién
juridica de medio propio personificado (art. 32 LCSP). No es oportuno en una
obra de estas caracteristicas, dedicada a las novedades de la Ley 5/2021,
desarrollar el régimen juridico de los medios propios, sino Unicamente detec-
tar si la nueva ley introduce novedades dignas de mencién. Y aparte de las
remisiones a la legislacién contractual, que marcard el concepto y el régimen
juridico del medio propio, la Ley 5/2021 dispone que:

® los encargos de importe superior a tres millones de euros requerirdn

autorizacién previa del Gobierno de Aragén (art. 57.2).

* Los medios propios percibirdn por la realizacién del encargo el importe
de los costes directos e indirectos en que hubieren incurrido, mediante
un sistema de farifas que se desarrollard reglamentariamente (art. 57.4).

* La competencia para formalizar los encargos corresponde a los titulares
de los departamentos y presidentes de los organismos publicos (art.
57.5).

® El encargo deberd publicarse necesariamente en el perfil del contratante
de la Comunidad Auténoma de Aragén (art. 57.6).

e Podrdn realizarse anticipos del pago de hasta el diez por ciento de la
primera anualidad correspondiente a cada encargo de ejecucién.

e Por razones de eficacia y eficiencia en la gestién presupuestaria, cuando
la actuacién se financie total o parcialmente con fondos finalistas, previa
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autorizacién del Gobierno de Aragén, el encargo de ejecucién podrd
prever el reconocimiento de la obligacién de pago de forma anticipada
de la totalidad del coste de la actuacién o, en su caso, de la totalidad
del importe del coste financiado con fondos finalistas, estableciendo
en tal caso las garantias y medidas precisas de seguimiento, control y
liquidacién al término de la ejecucién.

* No se exigirdn garantias a las entidades integrantes del sector piblico
autonémico, ni cuando la normativa reguladora del gasto de que se
trate asi lo establezca (art. 57.7).

La disposicién adicional segunda de la Ley 2/2022, de 19 de mayo, de
desarrollo de la ley de simplificacién administrativa de Aragén, regula especi-
ficamente los encargos a medios propios y las relaciones con las sociedades
mercantiles pdblicas, que también pueden promover los encargos a medios
propios. A estos efectos, se prevé la creacién de un catdlogo que debe aprobar
el Gobierno de Aragén y la aprobacién de un reglamento que desarrolle el
sistema de tarifas de compensacién de los encargos.

La LCSP advierte también que el medio propio se regula «sin perjuicio
de los requisitos establecidos para los medios propios del dmbito estatal en
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Piblico».
En efecto, la LRJSP incorpora la regulacién de los medios propios y servicios
técnicos de la Administracién. Como novedad, la creacién de un medio propio
o su declaracién como tal deberd ir precedida de una justificacién de que la
entidad resulta sostenible y eficaz, de acuerdo con los criterios de rentabilidad
econémica, y que resulta una opcién mads eficiente que la contratacién piblica
o que concurren ofras razones excepcionales que justifican su existencia (art.
86 LRISP). Por otro lado, cuando la LRJSP regula la encomienda de gestidn,
advierte, en particular, que «no podrdn tener por objeto prestaciones propias
de los contratos regulados en la legislacién de contratos del sector piblico»
(art. T1.1. LRISP).

Sobre las dificultades para delimitar la técnica del medio propio se pro-
nuncié la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragén n® 114/2020
(ECLI:ES:TSJAR:2020:291), relativa a una encomienda de gestién del servicio
de limpieza viaria del municipio de Huesca al denominado consorcio para la
Gestién de Residuos Sélidos Urbanos de la Agrupacién nim. 1 de Huesca, a
través de su medio propio, la empresa piblica GRHUSA. La sala concluye que
la sociedad piblica GRHUSA podria ser considerada medio propio del consor-
cio, en contra del criterio del Tribunal Administrativo de Contratos de Aragén.

La Ley 5/2021 no ha incorporado una disposicién adicional equivalente
a la disposicién adicional sexta de la LRJSP, que especificamente obliga a que
los medios propios existentes se adapten a la nueva regulacién en un plazo
de tiempo. No obstante, la disposicién adicional cuarta de la Ley 5/2021,
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en conexién con la transitoria segunda, si prevé un plazo de dos afios para
la adaptacién de las «entidades y organismos pdblicos existentes».

En todo caso, los encargos a medios propios no dejan de plantear pro-
blemas juridicos. El «Informe de fiscalizacién de los encargos o encomiendas
contractuales a medios propios formalizados por la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma de Aragén en 2013», elaborado por la Cdmara de Cuentas
de Aragédn (2015) detectd que de las 28 encomiendas de gestién de contenido
materialmente contractual fiscalizadas, ocho no se habian tramitado como tal,
sino a través de ofras figuras y procedimientos como los convenios de colabo-
racién. La Circular 2/2017, de la Intervencién General de la Comunidad Auté-
noma de Aragén, en relacién con los encargos de ejecucién a medios propios,
reconocia que «existe una cierta inseguridad juridica en lo que se refiere a la
regulacién de este tipo de relaciones por lo que su control resulta una tarea
compleja, polémica y en muchos casos de gran repercusién préctica». De hecho,
estos expedientes han sido, con mucha frecuencia, objeto de reparo y discre-
pancia con las negativas consecuencias que de ello se deriva en su tramitacién.

2. La accién concertada

La Ley 5/2021 regula los acuerdos de accién concertada con entidades
pUblicas o con entidades privadas sin dnimo de lucro para la prestacién de
servicios a las personas. Segun el articulo 58 de la Ley, los acuerdos de accién
concertada son instrumentos organizativos de naturaleza no contractual previs-
tos especialmente para la prestacién de servicios de cardcter social o sanitario.
Aparte de indicar que la accién concertada deberd respetar las «garantias
de no discriminacién, transparencia y eficiencia en la utilizacién de fondos
pUblicos que atienden a la consecucién de objetivos sociales y de proteccién
ambiental» la Ley 5/2021 no regula nada mds y se remite a la legislacién
sectorial especifica. El precepto es précticamente idéntico al articulo 3 de la
Ley 11/2016, de 15 de diciembre, de accién concertada para la prestacién
a las personas de servicios de cardcter social y sanitario, que junto con sus
disposiciones reglamentarias de desarrollo, constituye el marco sectorial vigente
de la accién concertada en Aragén (5).

(5) Su antecedente es el Decreto-ley 1/2016, de 17 de mayo, sobre accién concertada
para la prestacién a las personas de servicios de cardcter social y sanitario, cuya urgencia se
justificaba para «clarificar que la accién concertada presenta una naturaleza distinta de los
contratos publicos, asi como determinar los principios a los que deberd ajustarse su celebra-
cién». El Decreto-ley fue convalidado por las Cortes de Aragén y posteriormente tramitado
como proyecto de ley.

La ley ha sido desarrollada por el Decreto 62/2017, de 11 de abril, sobre Acuerdos de
Accién Concertada de Servicios Sanitarios y Convenios de Vinculacién con entidades piblicas
y entidades sin &nimo de lucro, y por la Orden CDS/124/2021, de 22 de febrero, que regula
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Conforme a la Ley 11/2016 y a la Ley 5/2021, los acuerdos de gestién
concertada se formalizan en documento administrativo y que solo pueden cele-
brarse con entidades pdblicas o con entidades privadas sin dnimo de lucro. La
publicidad de estos acuerdos de accién concertada y de los procedimientos
en tramitacién se hace a través de la web de transparencia del Gobierno de
Aragén (6).

El modelo de colaboracién piblico-privada con el tercer sector siempre
ha sido un asunto polémico. Como afirma Gimeno Feut (2018: 55) el debate
juridicotécnico exige alejarse de posturas maximalistas: ni la gestién indirecta
en colaboracién con el sector privado es siempre mds econémica o eficiente,
ni todos los servicios son mads eficientes y sostenibles con gestién directa o
mediante su «encargo» a entidades del tercer sector sin dnimo de lucro. Es
necesario analizar cada caso con la adecuada perspectiva de respeto del
equilibrio entre los distintos principios e intereses en juego (7).

Ante todo, el modelo debe ser analizado a partir del derecho de la
UE (Teiepor Bietsa, 2015). La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE
admite que resulta conforme con el derecho europeo una normativa nacional
que permita la adjudicacién de determinados servicios publicos en los dmbitos
social y sanitario a entidades sin &nimo de lucro o de voluntariado, mediante

la accién concertada en materia de prestacién de servicios sociales en Aragén. La anterior
Orden CDS/2042/2017 fue declarada nula por sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Aragén n° 269/2020 (ECLI:ES:TSJAR:2020:598) por insuficiencia de la memoria econémica,
como ya habia advertido el Consejo Consultivo de Aragén en su dictamen n° 186/2017.

(6) Entre los afios 2017 y 2021 han celebrado un total de 27 acuerdos de accién
concertada para la prestacién de servicios sociales y sanitarios, de contenido diverso, como
el servicio de puntos de encuentro familiar, el programa de prevencién del absentismo escolar
o el servicio de atencién inmediata a menores extranjeros no acompafados.

(7) El Tribunal Administrativo de Contratos Pdblicos de Aragén, TACPA, en su acuerdo
n° 53/2016, de 31 de mayo, desestimé el recurso especial interpuesto por el Consejo de
Colegios de Abogados de Aragén contra la licitacién del contrato de servicios denominado
«Prestacién del servicio de asesoramiento juridico individualizado a mujeres, para los ejercicios
2016y 2017, convocado por el Instituto Aragonés de la Mujer (IAM). Hasta el afio 2015, este
servicio de asesoramiento se adjudicaba directamente al Consejo de Colegios de Abogados
de Aragén, mediante procedimiento negociado sin publicidad por razén de la especificidad
técnica. El TAPCA rechaza que los servicios juridicos estén expresamente excluidos del dmbito
de aplicacién de la Directiva de contratacién publica. Por lo que aqui interesa, el TAPCA va
més alld y niega que las actividades realizadas por los colegios de abogados revistan una
condicién de interés piblico o estén amparadas en el interés general, sefialando que, sin per-
juicio de su naturaleza de corporaciones de derecho publico, los colegios «realizan actividades
fundamentalmente de naturaleza privada y, en cuanto primen los intereses profesionales sobre
los de la colectividad, se encuentran sometidos, como cualquier operador econémico, a las
normas que rigen la licitacién y adjudicacién de los contratos, conforme a los principios de
publicidad y concurrenciax. Es inevitable relacionar esta controversia con la Ley 11/2016 y
con el debate sobre si este servicio tiene cabida dentro del dmbito de la accién concertada.
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procedimientos de adjudicacién directa y sin publicidad, «siempre que el marco
juridico y convencional en el que se desarrolla la actividad de esos organis-
mos contribuya efectivamente a la finalidad social y a la consecucién de los
objetivos de solidaridad y de eficacia presupuestaria en los que descansa esa
normativa» (por todas, STJUE de 11 diciembre de 2014, ECLI:EU:C:2014:2440
y STJUE de 28/01/2016 ECLI:EU:C:2016:56).

Por ofro lado, las empresas mercantiles que prestan servicios sociales
—més del 75% de los servicios sociales son prestados por PYMES —conside-
ran contrario al principio de no discriminacién el hecho de que la ley solo
permita suscribir acuerdos de gestién concertada con entidades puoblicas o
con entidades privadas sin dnimo de lucro. De hecho, durante el trémite de
elaboracién parlamentaria de la ley se presenté una enmienda de modificacién
para permitir la celebracién de acuerdos de accién concertada, no solo con
los sujetos que ahora mismo contempla, sino también con entidades privadas
de iniciativa social y de iniciativa mercantil, que fue rechazada (8).
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